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Autos y Vistos; Considerando:  

  1º) Que la Comunidad Aborigen de Santuario de Tres 

Pozos, y el resto de las comunidades indígenas que se 

individualizan en el escrito de inicio y que habitan la zona, en 

su carácter de afectadas directas en sus derechos a un ambiente 

sano, a la vida, al agua y a la autodeterminación (art. 75, inc. 

17 de la Constitución Nacional y Convenio 169 de la OIT), y la 

Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN), deducen acción 

de amparo contra la Provincia de Jujuy, la Provincia de Salta y 

el Estado Nacional con el objeto de que (a) se ordene a los 

demandados suspender todos los actos administrativos que 

promueven y autorizan la exploración y explotación de litio y 

borato en la Cuenca Salinas Grandes que abarca ambas 

jurisdicciones y a realizar una gestión ambient                  

                                                                

                                                                

sistema hídrico compartido por ambas provincias; (b) que las 

demandadas lleven adelante una gestión integral de la cuenca 

Salinas Grandes-Guayatayoc que garantice el cuidado del 

ambiente; (c) que se efectúe una línea de base de la cuenca y 

luego la Evaluación de Impacto Ambiental adecuadas para el 

ecosistema y la actividad en cuestión, que deberá ser 

acumulativa para cada petición de exploración minera en la 

superficie de la zona; o adoptar las medidas que el Tribunal 

estime necesarias y suficientes para proteger el ambiente.  

 

Buenos Aires, 28 de Marzo de 2023
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  Asimismo piden la conformación de un comité de 

expertos independientes, con participación de especialistas a 

designar por las partes, que estudien con un enfoque 

ecosistémico de hidrología, la biodiversidad y los aspectos 

socioculturales de la Cuenca Salinas Grandes-Guayatayoc y 

establezcan una línea de base de la cuenca y determinen los 

posibles impactos en el ambiente físico, social y cultural de la 

minería de litio en sus diferentes técnicas y con variables de 

intensidad. 

  Adicionalmente solicitan el dictado de una medida 

cautelar de no innovar por la cual se ordene a ambas provincias 

a                                                               

                                                           

                                                                  

también que se suspenda la ejecución de los permisos ya 

otorgados, hasta tanto se dicte sentencia definitiva en autos.  

  Peticionan también que se declare la 

inconstitucionalidad de los arts. 4°, 5°, 13, incs. 2 y 4 y 

sgte. de la ley 26.854 (medidas cautelares en las que es parte 

el Estado Nacional). 

  2º) Que fundan su pretensión en los arts. 16, 41, 43, 

75, incs. 17 y 18 de la Constitución Nacional, en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos con jerarquía 

constitucional enunciados en el inc. 22 de ese precepto, en el 
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Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes de la OIT y la Ley 25.675 General del Ambiente.  

  3º) Que demandan a las provincias de Salta y Jujuy, 

en primer lugar, por ser las titulares de las jurisdicciones 

afectadas pero, además, por ser quienes han autorizado permisos 

para la exploración y explotación de litio y borato en la zona. 

  En ese marco, afirman que las autoridades y las 

empresas involucradas no realizan una adecuada evaluación de los 

impactos ambientales, carecen de línea de base de la cuenca, no 

consideran la acumulación de proyectos ni la unicidad del 

recurso, de manera que se avanza con la actividad sin 

previsiones ambientales y tampoco se ha implementado una gestión 

integral de la cuenca, todo lo cual lesiona, restringe, altera y 

amenaza, con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, los derechos 

a un ambiente sano, a la vida, al agua y a la autodeterminación. 

  A su vez, dirigen su demanda contra el Estado 

Nacional debido a la presunta conducta omisiva en que incurrió, 

a través del Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda 

- Secretaría de Infraestructura y Política Hídrica, que es el 

encargado de la coordinación e implementación del Plan Nacional 

del Agua en todo el territorio nacional y quien incumplió los 

deberes a su cargo de garantizar la efectividad y ejercicio de 

los derechos de los pueblos indígenas.  

  4º) Que señalan que la Cuenca Salinas Grandes 

presenta una superficie de 17.522 km² y se extiende desde el sur 
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de San Antonio de los Cobres, en la Provincia de Salta, hasta el 

Norte de Abra Pampa, en la Provincia de Jujuy, por lo que ambas 

comparten la cuenca hídrica Salinas Grandes-Guayatayoc, cuenca 

endorreica cuyos ríos y arroyos alimentan el humedal de altura 

llamado Salinas Grandes y la laguna de Guayatayoc, salar en el 

que se halla “el oro blanco del siglo XXI”: litio.  

  De acuerdo con lo planteado por la actora, estaría en 

cuestión un recurso natural interjurisdiccional y, según la ley 

25.688 de Recursos Hídricos, ambas provincias deben establecer 

una gestión conjunta, integral de toda la cuenca, pues su art. 

4° crea los comités de cuencas hídricas con la misión de 

asesorar a la autoridad competente en materia de recursos 

hídricos y colaborar en la gestión ambientalmente sustentable de 

las cuencas hídricas.  

  Agregan que “…para que sea posible esa gestión 

integral adecuada, para que sea posible la autorización de 

cualquier proyecto de minería de litio es necesario primero 

contar con una línea de base de la cuenca, estudiar de forma 

exhaustiva el sistema hidrológico, y comprender las posibles 

conexiones que existan entre las cuencas, sus unidades 

secundarias y los acuíferos que las alimentan. Esta línea de 

base debe servir para comprender como ha estado funcionando este 

ecosistema, y cual podría ser potencialmente el impacto de las 

actividades mineras, incluyendo las particularidades del 

ecosistema así                                             
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proyectos de minería”. 

  Señalan que, sin perjuicio de las características 

propias de cada cuenca, esta actividad ya se está llevando a 

cabo en la cuenca de Olaroz, arrojando como resultado -según un 

estudio que acompañan-, que la extracción de litio está 

reduciendo los acuíferos dulces de la mencionada cuenca, dado 

que al bajar el agua salada debajo del salar, el agua dulce 

penetra y se saliniza. 

  Hacen referencia a la disparidad en la regulación de 

la protección del mismo recurso, que exigiría el tratamiento de 

forma suprajurisdiccional de las evaluaciones de impacto 

ambiental. 

  Finalmente, destacan la inexistencia de instancias de 

participación ciudadana previas al otorgamiento de cualquier 

autorización, diferentes de la consulta a los pueblos 

originarios, por lo que cualquier permiso concedido resultaría 

inválido. 

  5º) Que afirman que la afectación al ambiente que se 

busca prevenir, en caso de producirse, configurará una violación 

a otros derechos humanos fundamentales, tales como el agua, la 

salud, la dignidad, la vida y la autodeterminación, además de la 

protección al humedal que se encuentra en la zona. 
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  6º) Que esta Corte ha resaltado la importancia de las 

cuencas hídricas diciendo que es la unidad que comprende al 

ciclo hidrológico en su conjunto, ligado a un territorio y a un 

ambiente en particular; se trata de un sistema integral que se 

refleja en la estrecha interdependencia entre las diversas 

partes del curso de agua y que la comprensión amplia de las 

complejas situaciones que los conflictos alrededor de la gestión 

de una cuenca hídrica pueden generar, demanda conjugar la 

territorialidad ambiental, que responde a factores 

predominantemente naturales (como el que demarca la extensión de 

la cuenca hídrica) con la territorialidad federal, que expresa 

una decisión predominantemente histórica y cultural (aquella que 

delimita las jurisdicciones espaciales de los sujetos partícipes 

del federalismo argentino); la relevancia constitucional que la 

protección ambiental y el federalismo tienen en nuestro país y 

que exige emprender una tarea de "compatibilización", que no es 

una tarea "natural" (porque ello significaría "obligar" a la 

naturaleza a seguir los mandatos del hombre) sino 

predominantemente "cultural" (Fallos: 342:2136; 343:603; 

340:1695). 

  7º) Que la regulación jurídica del agua ha cambiado 

sustancialmente en los últimos años. La visión basada en un 

modelo antropocéntrico, puramente dominial que solo repara en la 

utilidad privada que una persona puede obtener de ella o bien en 

la utilidad pública que restringe a la actividad del Estado, ha 

mutado hacia un modelo eco-céntrico o sistémico ya que el 



  

 

 
 

CSJ 2637/2019 

ORIGINARIO  

Comunidad Aborigen de Santuario de Tres Pozos 

y otras c/ Jujuy, Provincia de y otros s/ 

amparo ambiental. 

Corte Suprema de Justicia de la Nación 

 

 

 

 

 

- 7 - 

paradigma jurídico actual que ordena la regulación del agua no 

tiene en cuenta solamente los intereses privados o estaduales, 

sino los del mismo sistema, como bien lo establece la Ley 

General del Ambiente. Para la Constitución Nacional el ambiente 

no es un objeto destinado al exclusivo servicio del hombre, 

apropiable en función de sus necesidades y de la tecnología 

disponible, tal como aquello que responde a la voluntad de un 

sujeto que es su propietario. Ello surge del art. 41 de la Norma 

Fundamental argentina, que al proteger al ambiente permite 

afirmar la existencia de deberes positivos en cabeza de los 

particulares y del Estado. En el derecho infraconstitucional se 

desarrollan estos deberes en la Ley General del Ambiente y en el 

Código Civil y Comercial de la Nación de modo coherente, tanto 

en el ámbito público como privado (Fallos: 340:1695). 

  8º) Que los jueces deben considerar el principio in 

dubio pro natura que establece que en caso de duda, todos los 

procesos ante tribunales, órganos administrativos y otros 

tomadores de decisión deberán ser resueltos de manera tal que 

favorezcan la protección y conservación del medio ambiente, 

dando preferencia a las alternativas menos perjudiciales y no se 

emprenderán acciones cuando sus potenciales efectos adversos 

sean desproporcionados o excesivos en relación con los 

beneficios derivados de los mismos (Fallos: 342:1203).  

  Especialmente el principio in dubio pro agua, 

consistente con el principio in dubio pro natura, que en caso de 

incerteza, estable                                               



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

- 8 - 

                                                        

                                                                

                                                             

(UICN. Octavo Foro Mundial del Agua. Brasilia, Declaration of 

Judges on Water Justice. Brasilia, 21 de marzo de 2018).  

 9º) Que por ello y ante los hechos que se denuncian, 

el Tribunal considera necesario en ese marco -en ejercicio del 

control encomendado a la justicia sobre las actividades de los 

otros poderes del Estado-, la adopción de las medidas 

conducentes que, sin menoscabar las atribuciones de estos 

últimos, tiendan a sostener la observancia de la Constitución 

Nacional, más allá de la decisión que pueda recaer en el momento 

que se expida sobre su competencia para entender en el caso por 

vía de la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución 

N        (    .        "       D   ”  F     : 331:2925;   J 

175/2007 (43-V)/  1 “V       R       M        /     J     

Provinc               /               ”                24    

abril de 2012).  

  Ello es así, pues le corresponde al Poder Judicial de 

la Nación buscar los caminos que permitan garantizar la eficacia 

de los derechos, y evitar que estos sean vulnerados, como 

objetivo fundamental y rector a la hora de administrar justicia 

y de tomar decisiones en los procesos que se someten a su 

conocimiento. No debe verse en ello una intromisión indebida del 

Poder Judicial cuando lo único que hace es tender a tutelar 
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derechos, o suplir omisiones en la medida en que dichos derechos 

pueden estar lesionados (Fallos: 328:1146). 

  10) Que de tal manera, el Tribunal como custodio que 

es de las garantías constitucionales, y con fundamento en la Ley 

General del Ambiente, en cuanto establece que "el juez 

interviniente podrá disponer todas las medidas necesarias para 

ordenar, conducir o probar los hechos dañosos en el proceso, a 

fin de proteger efectivamente el interés general" (art. 32, ley 

25.675), ordenará las medidas que se disponen en la parte 

dispositiva de este pronunciamiento. 

 Por ello, oída en esta instancia la señora Procuradora 

Fiscal, sin perjuicio de lo que en definitiva se decida, se 

resuelve requerir: (I) al Estado Nacional (Secretaría de Minería 

de la Nación) que informe y acompañe copia de todas las 

actuaciones vinculadas a la exploración y/o explotación de litio 

y borato en las provincias de Jujuy y Salta y las empresas y/o 

consorcios vinculadas a las mismas y las proyecciones económicas 

de tal actividad; (II) a la Provincia de Salta, para que 

presente copia de todas las autorizaciones de permisos de 

exploración y explotaciones mineras otorgadas por la Secretaría 

de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y/o el Juzgado 

Administrativo de Minas o a la autoridad administrativa que haya 

intervenido; de las actas de audiencias públicas convocadas y 

celebradas a tal fin, de los recursos, impugnaciones, denuncias 

recibidas contra dichas autorizaciones y/o frente a las 

situaciones de permisos mineros; que informe detalladamente y 
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acompañe todas las actuaciones relativas a los aspectos 

ambientales relevados en cada uno de esos supuestos; (III) a la 

Provincia de Jujuy, para que presente copia de todas las 

autorizaciones de permisos de exploración y explotaciones 

mineras otorgadas por la Secretaría de Medio Ambiente y 

Desarrollo Sustentable y/o el Juzgado Administrativo de Minas o 

a la autoridad administrativa que haya intervenido; de las actas 

de audiencias públicas convocadas y celebradas a tal fin, de los 

recursos, impugnaciones, denuncias recibidas contra dichas 

autorizaciones y/o frente a las situaciones de permisos mineros; 

que informe detalladamente y acompañe todas las actuaciones 

relativas a los aspectos ambientales relevados en cada uno de 

esos supuestos.  

 En todos los casos, deberá acompañar copia autenticada de 

las actuaciones producidas y la documentación relacionada. 

Asimismo, para su cumplimiento, se fija un plazo de treinta (30) 

días. Para su comunicación, líbrense los oficios pertinentes.
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